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CARTA DE COMENTARIOS DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA

SOBRE EL TEXTO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 067 DE 2016 CÁMARA

por medio de la cual se adiciona la Ley 1530 
de 2012 y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D.C

Honorables Representantes

JOSÉ LUIS PÉREZ OYUELA

JOSÉ IGNACIO MESA BETANCURT

Comisión Segunda Constitucional Permanente

Congreso de la República

Bogotá, D. C. 

Asunto: Comentarios del Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público sobre el texto aproba-
do en primer debate al Proyecto de ley núme-
ro 067 de 2016 Cámara, por medio de la cual se 
adiciona la Ley 1530 de 2012 y se dictan otras 
disposiciones.

Respetados Congresistas:

De manera atenta me permito presentar los 
comentarios y consideraciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público sobre el texto aproba-
do al proyecto de ley del asunto, en los siguientes 
términos:

El proyecto de ley tiene como objetivo modi-
1, adi-

cionando un nuevo parágrafo que ordena destinar 
dentro de los proyectos de inversión del Fondo de 
Ciencia, Tecnología e Innovación (FCTI), un 10% 
para el sistema de ciencia, tecnología e innovación 
del sector defensa.

Al respecto el artículo 1° de la iniciativa esta-
blece:

“Artículo 1°. El artículo 30 de la Ley 1530 de 
2012, quedará así:

Artículo 30. Programas y proyectos. Los pro-
gramas y proyectos en ciencia, tecnología e inno-
vación de los departamentos, municipios y distri-

viabilizan y aprueban por el Órgano Colegiado de 
-

cer inciso del parágrafo 2° del artículo 361 de la 
Constitución Política. 

(...)

Parágrafo 3°. En todo caso, dentro de los pro-
-

logía e Innovación se destinará un diez por ciento 
(10%) para el sistema de Ciencia, Tecnología e 

-
cutarse a través de proyectos de investigación, 
desarrollo e innovación para apoyar la misión 

-
dad y la defensa de la soberanía nacional, siempre 
que tengan uso dual hacia el ámbito civil y con 

1  Por la cual se regula la organización y el funcionamien-
to del Sistema General de Regalías.
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impacto regional y nacional. Los proyectos serán 
presentados ante el OCAD por parte del Ministe-
rio de Defensa Nacional y el ente territorial co-
rrespondiente”.

-
ción es inconstitucional por ser incompatible con 
el marco jurídico sobre el cual se soporta el fun-
cionamiento de los fondos del Sistema General de 
Regalías (SGR), teniendo en cuenta que el Acto 
Legislativo número 05 de 20112 -
culos 360 y 361 de la Constitución Política, crean-
do, entre otros, el FCTI, asignándole un porcentaje 
de los ingresos del SGR y estableciendo que lo 

-
ción y Decisión (OCAD), en concordancia con el 
Plan Nacional de Desarrollo y los planes de desa-
rrollo de las entidades territoriales.

-
bución de los recursos entre entidades territoria-

pues en cumplimiento del mandato Constitucional, 
los programas y proyectos de inversión son los de-
terminados en los Planes de Desarrollo Nacionales 

proyectos con cargo a estos recursos son de com-
petencia exclusiva de los OCAD.

De otra parte, frente a la propuesta de que los 
proyectos sean presentados ante el OCAD por par-
te del Ministerio de Defensa Nacional y el ente te-
rritorial, es preciso señalar que el artículo 26 de 
la Ley 1744 de 20143 faculta a cualquier entidad 
del orden nacional y los centros de investigación 
y desarrollo tecnológico de carácter público reco-
nocidos por Colciencias, para presentar proyectos 

-
cursos del FCTI.

Por otro lado, es preciso poner a consideración 
la inconveniencia de la iniciativa, ya que con ella 

-
supuesto del FCTI. En el mismo sentido, de apro-
barse el proyecto de ley se puede generar que en el 
futuro se establezcan otros porcentajes a favor de 
estos sectores, lo cual desdibujaría la esencia del 
actual régimen de regalías. 

Finalmente, es importante indicar que de 
acuerdo con el artículo 360 de la Carta Política, 
la ley que regula el Sistema General de Regalías 
es de iniciativa privativa del Ejecutivo, razón por 

2  por el cual se constituye el Sistema General de Regalías, 

Política y se dictan otras disposiciones sobre el régimen 
de regalías y compensaciones.

3  por la cual se decreta el presupuesto del Sistema Gene-
ral de Regalías para el bienio del 1° de enero de 2015 al 
31 de diciembre de 2016.

la cual, conforme a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, cualquier propuesta al respecto, 

-
no nacional.

Teniendo en cuenta lo anterior, esta Cartera 
considera que en la actualidad la legislación vi-
gente, la cual se ajusta al ordenamiento jurídico 
superior, suple las necesidades y preocupaciones 
que cimientan la iniciativa, a través de la formu-
lación y presentación de los proyectos respectivos 
a consideración del OCAD del FCTI, por lo que 
resulta innecesaria la propuesta normativa, además 
de las razones expuestas del orden constitucional.

En razón de lo expuesto, esta Cartera se abstie-
ne de emitir concepto favorable al proyecto de ley 
del asunto y, en consecuencia, respetuosamente, 
solicita la posibilidad del archivo de la iniciativa, 
no sin antes manifestarle muy atentamente la vo-
luntad de colaborar con la actividad legislativa en 

Cordialmente,

* * *

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINIS-
TERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 129 DE 2016 
CÁMARA

1° y 2° en sus numerales 1.2, 2.1 y 2.3 de la Ley 
14 de 1990, en la cual se establece la distinción 

“Reservista de Honor”, y se dictan otras disposi-
ciones.

Doctor

MIGUEL ÁNGEL PINTO

Presidente de la Cámara de Representantes

Capitolio Nacional

Bogotá, D.C.

Referencia: Concepto al Proyecto de ley nú-
mero 129 de 2016 Cámara

Respetado doctor Pinto:

Adjunto remito el concepto del Ministerio de 
Educación Nacional sobre el Proyecto de ley nú-
mero 129 de 2016 Cámara, por medio de la cual 
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1.2, 2.1 y 2.3 de la Ley 14 de 1990, en la cual se 
establece la distinción “Reservista de Honor”, y 
se dictan otras disposiciones.

Solicito de manera atenta tener en cuenta las 
observaciones realizadas por el Ministerio sobre el 
proyecto de ley. 

Cordialmente,

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE EDU-
CACIÓN NACIONAL

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 129 
DE 2016 CÁMARA

1° y 2° en sus numerales 1.2, 2.1 y 2.3 de la Ley 
14 de 1990, en la cual se establece la distinción 

“Reservista de Honor”, y se dictan otras disposi-
ciones.

I. CONSIDERACIONES PREVIAS

Es preciso indicar que la Ley 14 que preten-

1990, fecha para la cual no se encontraba vigente 
la Constitución Política de 1991 y, por eso, es en-
tendible que dicha norma en ciertos apartes, no sea 
acorde con algunos postulados constitucionales 
que hoy rigen el sector educativo. En todo caso, 
lo anterior no desconoce el control que sobre ella 
pueda ejercer la Corte Constitucional en virtud de 
sus competencias establecidas en el artículo 241 
Superior.

Igualmente, resulta pertinente señalar que las 
iniciativas legislativas que estén orientadas a mo-

estar acorde con los principios y demás disposicio-

Corte Constitucional en Sentencia C-145 de 2012, 
así:

“La supremacía de la Constitución Política so-
bre el resto de prescripciones del sistema de de-
recho nacional, es un principio estructurante del 

integran el derecho positivo, se ordena en un siste-
ma normativo, en virtud de la unidad y coherencia 
que le imprimen los valores, principios y reglas 

establecidas en la Constitución. En otras pala-

eso, ha dicho la Corte: “La posición de suprema-
cía de la Constitución - ha dicho esta Corporación 
- sobre las restantes normas que integran el orden 

-
tructura básica del Estado, instituye los órganos a 

-
tarlas y decidir conforme a ellas las controversias 
y litigios que se susciten en la sociedad, y al efec-

Estado”.

CONSIDERACIONES DE CONSTITU-
CIONALIDAD

1. Respecto del artículos 2°, numerales 1.1 y 
1.4

“Artículo 2°. Modifíquense los numerales 1.2., 
2.1 y 2.3 del artículo 2° de la Ley 14 de 1990, los 
cuales quedaran así:

Artículo 2°. Los Reservistas de Honor a que se 

artículos 211, 182 y 138 y los Decretos 95, 96 y 97 
de 1989, respectivamente, gozarán de los siguien-

1. EDUCACIÓN

1.1. Educación básica y capacitación. Los esta-

tienen la obligación de admitir para los estudios 
respectivos, a los “Reservistas de Honor”, sin que 
tengan que pagar ninguna clase de contrapresta-
ción.

Los establecimientos privados de educación 
destinarán un cinco por ciento (5%) de las becas 

 
los “Reservistas de Honor”, que tengan derecho a 
ingresar conforme a sus estatutos y reglamentos.

Las instituciones docentes informarán anual-
mente, a los Ministerios de Educación, Defensa 

-
tas que hayan sido admitidos”.

(...)

“1.4. Capacitación tecnológica. Los centros 
-

ción técnica o tecnológica, tienen la obligación de 
admitir como mínimo, un diez por ciento (10%) de 
“Reservistas de Honor”. 

Con respecto al numeral 1.1 del artículo 2° del 
proyecto de ley bajo estudio, resulta necesario in-
dicar que, si bien este se titula “educación básica 
y capacitación”, la regulación allí contenida es 
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extensible a la educación superior. Esto en razón 
a que la intención del Legislador es mejorar las 
oportunidades académicas y laborales de los reser-
vistas de honor (según lo indicado la exposición 
de motivos) y al hecho de que al inicio del citado 
numeral se indica 

Lo mismo ocurre con el numeral 1.4 del mismo 
artículo 2°, pues los centros de capacitación allí 
aludidos, son considerados hoy en día por los artí-
culos 16 de la Ley 30 de 1992 y 213 de la Ley 115 
de 1994, como instituciones de educación supe-
rior, más exactamente como instituciones técnico-
profesionales, instituciones tecnológicas, institu-
ciones universitarias o escuelas tecnológicas.

Teniendo en cuenta estas aclaraciones, con-
sideramos que el artículo 2° numerales 1.1 y 1.4 
pueden resultar contrarios al principio de la auto-
nomía universitaria consagrado en el artículo 69 
de la Constitución Política y desarrollado en los 
artículos 28 y 29 de la Ley 30 de 1992. 

De ahí que, en virtud de la autonomía universi-
taria, la Corte Constitucional en Sentencia C-1435 
de 2000, con ponencia de la Magistrada Cristina 
Pardo Schlesinger dispuso: 

“
que ampara el principio de autonomía universi-

a partir de dos grandes campos de acción que fa-
-

opera dentro del marco de libertad de pensamien-
to y pluralismo ideológico previamente adoptado 
por la institución para transmitir el conocimiento, 
y (2) la autodeterminación administrativa, orien-
tada básicamente a regular lo relacionado con la 
organización interna de los centros educativos. A 

ya lo ha hecho la Corte, que el derecho de acción 
de las universidades se concretan en la posibili-

-
tablecer los mecanismos que faciliten la elección, 
designación y  períodos de sus directivos y admi-

(iii) desarrollar sus planes de estudio 
y sus programas académicos, formativos, docen-

 sus 
profesores y admitir a 
elaboración y aprobación de sus presupuestos, y 
(v) administrar sus propios bienes y recursos”. 
(Subrayado fuera del texto).

Así las cosas y, teniendo claro, que las institu-
ciones de educación superior gozan de autonomía, 
esta cartera propone a continuación tres reparos 
frente a las iniciativas propuestas que están rela-
cionados con este principio constitucional.

El primero de ellos consiste en la obligación 
que se impone a las instituciones de educación su-
perior para admitir a los reservistas en sus distintos 
planes de estudio, sin tener en cuenta la autonomía 
que estas instituciones educativas tienen para se-
leccionar y vincular a sus estudiantes.

Sobre la autonomía universitaria y los cupos 
dispuestos por las instituciones de educación supe-
rior, la Corte Constitucional, mediante Sentencia 
T-672 de 1998, ha señalado lo siguiente:

-
cunstancias que, en relación con la escogencia de 
aspirantes para ingresar a una universidad, im-
ponen la obligación a sus respectivas autoridades 
de realizar un proceso de selección y evaluación, 

cupos puestos a disposición de la comunidad por 
esos planteles educativos y dada la naturaleza de 

-
exige que la selección 

conocimientos y condiciones de cada aspirante, y 
-

pos universitarios, de acuerdo con el merecimien-
(...).

(...)

Constituye un aspecto esencial en el ámbito 
universitario lo relativo a la autonomía de sus ins-
tituciones, reconocidas constitucionalmente en el 
artículo 69 superior. De manera pues que, forma 

 
que les asiste a esas instituciones para “darse y 

académicas y administrativas, crear, organizar 

y organizar sus labores formativas, académicas, 

correspondientes, seleccionar a sus profesores, 
admitir a sus alumnos y adoptar sus correspon-
dientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar 
sus recursos para el cumplimiento de su misión 
social y de su función institucional”, así como a 
“seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo 
que a sus alumnos”. (Subrayado fuera de texto).

De ahí que imponer a las instituciones de edu-
cación superior el deber de acoger a los reservistas 
de honor en sus distintos planes académicos, sin 
cumplir con los trámites y condiciones expuestos 
por cada una de ellas (tal como lo proponen los dos 
numerales analizados), implicaría una trasgresión 
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a los principios constitucionales de igualdad y au-
tonomía universitaria.

son las encargadas de asumir el costo de la gra-
tuidad dada a los reservistas para cursar su edu-
cación, eso implicaría una afectación a su autono-
mía, en virtud de la cual, ellas tienen la facultad de 
administrar sus propios recursos y, en ese orden 

estudiantes, lo cual dependerá, en todo caso, de los 
-

minar la viabilidad de esta decisión.

En el mismo sentido, la Corte Constitucional en 
Sentencia C-654 de 2007, expuso que:

“Tratándose de entes de educación superior, la 
-

micos corresponde al ámbito de autonomía que les 
reconoce la Carta Política (artículo 69 Const.), 
que los faculta, entre otros aspectos importantes, 
para expedir libremente sus propios estatutos y 
adoptar su régimen interno, determinando al efec-
to las obligaciones surgidas entre educadores y 
educandos. Autonomía que, como lo ha precisado 

dentro de la autonomía instituida y como tales 
recursos permiten que las universidades puedan 

-

Por otro lado, si la iniciativa se orienta a que sea 

-
-

te a lo cual, el proyecto no determina cuál será la 
-

der lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003, que dispone: 

“Artículo 7°. 

cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, 
-

rios, deberá hacerse explícito y deberá ser compa-

Para estos propósitos, deberá incluirse expre-
samente en la exposición de motivos y en las po-

de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
”.

Sobre la exigencia que hace el Legislador en 
la citada norma, la Corte se ha pronunciado en los 
siguientes términos:

“Evidentemente las normas contenidas en el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituyen un 
importante instrumento de racionalización de la 

-
-

cales que genera cada una de las leyes aprobadas 
-

ten que las leyes dictadas estén en armonía con 
la situación económica del país y con la política 
económica trazada por las autoridades corres-
pondientes. Ello contribuye ciertamente a generar 

favorablemente en la estabilidad macroeconómi-
ca del país. De la misma manera el cumplimiento 
de los requisitos establecidos en el mencionado 
artículo 7° ha de tener una incidencia favorable 
en la aplicación efectiva de las leyes, ya que la 
aprobación de las mismas solamente se producirá 

-
da de la permanente incertidumbre acerca de la 
posibilidad de cumplirlas o de desarrollar la polí-

-
trumentos contenidos en el artículo 7° analizado 
pueden contribuir a la superación de esa tradición 
existente en el país de efectos tan deletéreos en el 
Estado Social de Derecho -que lleva a aprobar 

mismas los elementos necesarios administrativos, 
presupuestales y técnicos- para asegurar su efecti-
va implementación y para hacer el seguimiento de 

pleno cumplimiento”2].

Por consiguiente, es claro para la Corte Cons-
titucional que, como mínimo, el Congreso debe 

lo cual no está ocurriendo en el presente caso, as-
pecto que no está acorde con el artículo 151 de la 
Constitución Política, según el cual las leyes orgá-
nicas están llamadas a dirigir la actividad legislati-
va del Congreso de la República. 

Así las cosas, dado que la Ley 819 de 2003 es 
de carácter orgánico, el Ministerio de Educación 
Nacional sugiere que sea atendido lo allí dispues-
to para efectos de dar trámite al proyecto de ley 
analizado, y de ahí que consideramos pertinente, 
que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

propuesta en el numeral 1.1 y su concordancia con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

El tercer y último reparo consiste en imponer 
que las instituciones de educación superior priva-
das deban destinar el 5% de sus becas a los re-
servistas de honor (numeral 1.1), obligación que 
resulta contraria al principio de autonomía univer-
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sitaria, toda vez que son las instituciones privadas 
las encargadas de crear y desarrollar sus progra-
mas académicos y expedir sus reglamentos inter-
nos (verbigracia el reglamento estudiantil), en los 
cuales determinan los requisitos y procedimientos 
que deberán cumplirse para otorgar las becas que 
las mismas instituciones hayan decidido reconocer 
en el marco de su autonomía.

En mérito de lo antes expuesto, el contenido del 
artículo 2° en sus numerales 1.1 y 1.4, puede con-

-

para: i) el ingreso de sus estudiantes a programas 
académicos, y ii) otorgar apoyos económicos o be-
cas que promuevan el acceso y permanencia de sus 
estudiantes.

Por lo anterior, este Ministerio solicita respe-
tuosamente considerar la eliminación de los nume-
rales 1.1 y 1.4 objeto del presente análisis.

2. Respecto del artículo 2°, numeral 1.2

“1.2. Educación superior. El Instituto Colom-
biano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 
en el Exterior “Mariano Ospina Pérez”, (Icetex), 
deberá destinar anualmente un cinco por ciento 
(5%) de los créditos para estudios en el país, y un 
mínimo de cinco (5) cupos de las becas disponi-
bles anualmente para especializaciones en el exte-

Una vez analizado el citado numeral 1.2, se 
concluye que el proyecto de ley no cuenta con los 

-
presenta el aumentar el número de becas otorgadas 
a favor de la población a la que está dirigida, el 
cual pasaría de 3 a 5 cupos, en caso de aceptarse la 

Ley 14 de 1990.

Por lo tanto, es importante tener en cuenta que 
la iniciativa podría generar un impacto negativo a 

riesgo de no contar con los recursos necesarios 
para la implementación de las becas adicionales.

En vista de lo anterior, es preciso realizar el 
-
-

do en el artículo 334 de la Constitución Política 
que reza:

“La dirección general de la economía estará a 
cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato 
de la ley, en la explotación de los recursos natura-
les, en el uso del suelo, en la producción, distribu-
ción, utilización y consumo de los bienes, y en los 

nacional y territorial, en un marco de sostenibili-

de los habitantes, la distribución equitativa de las 

preservación de un ambiente sano. Dicho marco 
-

mento para alcanzar de manera progresiva los ob-

(...).

 las Ra-

competencias, en un marco de colaboración armó-
nica (Subrayado fuera de texto).

(...)”.

Vale la pena recordar que este principio de sos-
-

titucional quien señaló que se trata de un criterio 
que orienta la actividad estatal para que a través de 

-
lidades propias de un Estado Social de Derecho, 
sin desconocer en todo caso, las restricciones que 
genera el hecho de que los recursos públicos son 
limitados. Al respecto, el máximo órgano constitu-
cional explicó: 

“
-

proyección hacia su desarrollo futuro reduzca el 
-

rencia entre los ingresos nacionales y los gastos 
 partir de la evaluación de esa di-

ferencia entre los distintos presupuestos sucesivos 
y de los factores endógenos y exógenos que la au-
mentan o reducen.

En cambio, el Acto Legislativo (haciendo refe-
 

como un “marco” que tiene la función de “orien-
tar, la acepción usual de esos conceptos indica que 

 guía 
para la actuación de las autoridades del Estado, 

-
vos autónomos ni prescribe mandatos particulares 
que deban ser optimizados, sino que es una herra-
mienta que solo adquirirá validez y función cons-
titucionalmente relevante cuando permita cumplir 

-
lidades, debe insistirse, por expresa prescripción 
del Acto Legislativo 3 de 2011, no son otras que 
las propias del Estado Social y Democrático de 
Derecho” [1].

-
pensable dado que la Ley 819 de 2003 consagra 
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que tratándose de iniciativas que generen algún 
costo, se debe señalar expresamente en la expo-
sición de motivos y en las ponencias de trámite 
respectivas: “La fuente de ingreso adicional ge-

A 
continuación, señala la norma que además se debe 
contar con el respectivo concepto del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público el cual en ningún 
caso podrá “(...) 
de Mediano Plazo”42.

Es de anotar que siendo la Ley 819 de 2003 
orgánica, es esta la llamada a dirigir la actividad 
legislativa que adelante el Honorable Congreso de 
la República, según lo preceptuado en el artículo 
151 de la Constitución Política. Por esta razón, si 
un proyecto de ley no atiende las reglas estableci-
das en dicha norma, aquel contendrá un vicio por 
vulnerar el referido mandato constitucional.

Incluso, la Corte Constitucional ha exaltado el 
carácter “cuasi constitucional” de las leyes orgá-

ser utilizadas para hacer un juicio de constitucio-
nalidad a otras de inferior jerarquía normativa. Al 
respecto, en la Sentencia C-432 de 2000 dijo:

“El criterio adoptado por la Corporación per-
mite concluir que la ley orgánica del presupuesto 
se encuentra dotada de la característica especial 
de poder condicionar la expedición de otras leyes 
sobre la materia a sus prescripciones, de modo 
tal que una vulneración o desconocimiento de los 
procedimientos y principios que en ella se con-
sagran al momento de la expedición de las leyes 
presupuestales ordinarias, puede acarrear la in-
constitucionalidad de estas, debido al rango cuasi 
constitucional al que sus disposiciones han sido 
elevadas por voluntad expresa del Constituyente”. 
(Subrayado fuera de texto).

Nacional no se opone al aumento de las becas otor-
gadas a los reservistas de honor, pero sí considera 
que la medida debe ser el resultado de un trabajo 

-
nocido con otro objetivo que también tienen las 
autoridades públicas en materia macroeconómica, 

-
cal de la Nación.  

Por los argumentos expuestos en este numeral, 
y en aras de garantizar la constitucionalidad del 
proyecto de ley analizado, es necesario indicar en 

-
cal que tendría que asumir el Presupuesto General 
de la Nación y la fuente de recursos adicionales 
que permitiría asumir el nuevo gasto propuesto por 
el Legislador, para lo cual, se hace indispensable 

 2 Artículo 7°.

contar con el concepto del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, de que trata el artículo 7° de la 
Ley 819 de 2003.

3. Respecto del artículo 2°, numeral 1.3

“1.3 Educación especial. Los diferentes centros 

“Reservista de Honor”, cuando por su incapaci-
dad física, le resultare imposible la integración al 
sistema educativo ordinario”.

Como asunto previo, debemos anotar que de 
acuerdo con la legislación vigente que regula el 
sector educativo, no existen “
educación especial”. Lo anterior en razón a que 

-
nido en 1991, en nuestro país se debe prestar el 
servicio de la educación con un enfoque inclusivo, 
de tal manera que tanto el Estado, como las fami-
lias y las instituciones educativas, deben adelantar 
acciones para promover que las personas que por 
diversas circunstancias han estado tradicionalmen-

del mismo en condiciones de igualdad que el resto 
de la población colombiana.

En efecto, la educación inclusiva tiene varios 
fundamentos constitucionales: en primer lugar, el 
artículo 13 de la Constitución Política que consa-
gra como deber del Estado el de “promover las 
condiciones para que la igualdad sea real y efecti-
va” y adoptar medidas a favor de grupos discrimi-
nados o marginados y proteger especialmente a las 
personas que, por su condición económica, física 
y mental, se encuentren en circunstancia de debi-

Por su parte, el artículo 47 ibídem, consagra 
que el Estado debe adelantar “una política de pre-
visión, rehabilitación e integración social para 
los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a 
quienes se prestará la atención especializada que 
requieran” 
como obligación especial del Estado “la erradica-
ción del analfabetismo y la educación de personas 
con limitaciones físicas o mentales, o con capaci-
dades excepcionales”.

Así mismo, el Estado colombiano adoptó los 
acuerdos de la Convención de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad a través de la Ley 1346 
de 2009, en la cual se destaca, entre otros aspec-
tos, el deber del Estado de generar condiciones de 
accesibilidad y de hacer los ajustes razonables en 
función de las necesidades individuales de las per-
sonas con discapacidad, para que ellas puedan in-
gresar a cualquiera de los niveles del sistema edu-
cativo a lo largo de su vida, según lo establecido en 
el artículo 24 de la referida convención. 
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Posteriormente, se expidió la Ley Estatutaria 
1618 de 2013 que ordena a las entidades públi-
cas del orden nacional, departamental, distrital y 
municipal, en el marco del Sistema Nacional de 
Discapacidad, la responsabilidad de la inclusión 
real y efectiva de las personas con discapacidad, 
debiendo asegurar que todas las políticas, planes y 
programas, garanticen el ejercicio total y efectivo 
de sus derechos.

Por su parte, a nivel jurisprudencial, la Corte 
Constitucional en Sentencia T-051 de 2011 con 
ponencia del Magistrado Jorge Iván Palacio Pa-
lacio, expuso el deber del Estado colombiano de 
promover una educación inclusiva a favor de las 
personas con discapacidad: 

 
apostar por un modelo de educación inclusiva al-
rededor de la discapacidad. Internacionalmente, 
las Declaraciones de Managua, Dakar y Sala-
manca, así como la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, insisten en este modelo como la me-

-
dad, el derecho a la educación de las personas 
con discapacidad. Para ilustrar, en su artículo 24 
dice la Convención de Naciones Unidas sobre los 
derechos de las personas con discapacidad: “Los 
Estados Partes reconocen el derecho de las perso-
nas con discapacidad a la educación. Con miras 
a hacer efectivo este derecho sin discriminación 
y sobre la base de la igualdad de oportunidades, 
los Estados Partes asegurarán un sistema de edu-
cación inclusivo a todos los niveles, así como la 

 (...)”.

(...)

Ahora bien, la llamada educación inclusiva, 
que es la apuesta de diferentes instrumentos inter-
nacionales y que además ha sido acogida por el 
Ministerio de Educación Nacional, busca ampliar 
el espectro de inclusión de personas con necesi-
dades educativas especiales, más allá del acceso 
a la escuela regular. La educación inclusiva per-
sigue que no existan ambientes segregados, sino 

independientemente 
de sus necesidades educativas, puedan estudiar y 

Porter lo pone de manera senci-
lla: “[lo que se debe entender por educación in-
clusiva es simple (...)

En lo relativo a la educación inclusiva se pue-
de observar la forma en que la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad 
recoge algunos de los postulados referidos con an-

-
tegradora sea desarrollada por los Estados. Sobre 

orientación exhaustiva para abordar las falencias 
de los sistemas educativos y las barreras frente al 
acceso del servicio a la educación. 

De este modo la mencionada norma, en con-
-

to, estructuran los arquetipos para promover la 
educación inclusiva como un todo. Es por ello que 
se torna indispensable que a nivel legislativo y de 

de las disposiciones discriminatorias como de las 
barreras históricas que limitan la participación de 
las personas en situación de discapacidad.

En síntesis, asegurar la efectiva prestación y 
-

losofía del proceso de educación inclusiva con-
tribuiría enormemente en la transformación de 
la concepción de las prácticas educativas de las 

-
vadas, lo cual irremediablemente apuesta por 
transformar la cultura y la forma misma de con-
cebir el derecho a la educación como un todo. A 
diferencia del proceso anterior, se explora porque 

 
(subrayado fuera del texto).

En resumen, si bien la Ley 14 de 1990 hace 
referencia a -
cial”, consideramos que el trabajo que debe ade-
lantar el Estado colombiano con fundamento en 
las normas que hacen parte de nuestro bloque de 
constitucionalidad vigente, debe estar orientado a 
promover una educación inclusiva a favor de las 
personas con discapacidad, pues a nivel nacional e 
internacional se ha demostrado que esta estrategia, 
además de permitir el desarrollo personal de los 
miembros de esta comunidad, los reconoce como 
sujetos de derecho y como parte fundamental de 
la sociedad, de ahí que no pueden ser objeto de 
ningún tipo de segregación.

En mérito de lo expuesto, solicitamos respetuo-
samente eliminar el numeral 1.3 de artículo 2° de 
la iniciativa.

III. CONCLUSIÓN

El Ministerio de Educación Nacional reconoce 
la intención meritoria de la iniciativa. Sin embar-
go, agradecemos atender las solicitudes efectuadas 
en este concepto.

* * *

CARTA DE COMENTARIOS DE LA AL-
CALDÍA DE MEDELLÍN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 095 DE 2016 CÁMARA

por medio de la cual se establece la estabili-
-

lada mediante contrato de prestación de servicios 



G 16  Miércoles, 25 de enero de 2017 Página 9

cuando sobrevenga el embarazo o la lactancia y 
se dictan otras disposiciones.

Medellín, diciembre 22 de 2016

Doctor

MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ

Presidente de la Cámara de Representantes

Congreso de la República

Carrera 8 N° 12B-42, Piso 4°

Bogotá, D. C.

Asunto: Proyecto de ley número 095 de 2016 
Cámara, por medio de la cual se establece la es-

vinculada mediante contrato de prestación de ser-
vicios cuando sobrevenga el embarazo o la lactan-
cia y se dictan otras disposiciones.

Respetado doctor Pinto Hernández:

El municipio de Medellín a través de la Secre-
taría General viene realizando un seguimiento a la 
Agenda Legislativa Nacional, en relación con los 
proyectos de ley que tienen incidencia en nuestra 
gestión administrativa, en desarrollo de esta fun-
damental tarea se tuvo conocimiento del Proyecto 
de ley número 095 de 2016 Cámara; en atención 

aportes a los temas de intereses territorial, me per-
mito manifestar:

De conformidad con el artículo 150 de la Cons-
titución Política, al Congreso de la República le 
corresponde hacer las leyes, por medio de ellas, le 
es factible expedir el Estatuto General de Contra-
tación de la Administración Pública; dicho estatuto 
fue establecido en su momento a través de la Ley 
80 de 1993, por la cual se expide el Estatuto Gene-

En el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 
1993, se contemplaron condicionamientos frente a 
los contratos de prestación de servicios a ser sus-

-
nal, se prescribió  estos contratos 
generan relación laboral ni prestaciones sociales 
y se celebrarán por el término estrictamente indis-
pensable”.

Al respecto, en Sentencia C-154 de 1997, la 
Corte Constitucional hizo el análisis de constitu-
cionalidad del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 
80 de 1993; instancia en la cual tuvo en considera-
ción, lo siguiente: 

2. Precisiones constitucionales en materia de 
contratación estatal

(...)

Dentro de la autonomía de la voluntad que 
tiene la administración para contratar, es nece-
sario precisar que como función administrativa 

constituye una función reglada, lo que 
someterse estrictamente a las 

estipulaciones legales sobre el particular, para 

mencionadas. Por consiguiente, el grado de au-
tonomía que tiene la autoridad administrativa se 
ve ostensiblemente limitado frente a las reglas del 

(...)

4. El análisis de la norma demandada

(...)

De otro lado, se plantea que la pretendida dis-
criminación conlleva no sólo una desnaturaliza-
ción del contrato de prestación de servicios, sino 
también a 
reconocido en el preámbulo y artículos 1°, 2° y 25 
de la Constitución y, por ende, de los principios 
mínimos laborales consagrados en el artículo 53 
de la Carta Política, en especial, en lo que a la 
primacía de la realidad sobre las formas en las 

-
rales y la estabilidad en el empleo, 

Al respecto esta Corporación considera per-
-

rantías constitucionales consagradas en el artí-
culo 53 constitucional son de carácter general y 
aplicables a todas las modalidades de la relación 
laboral; en consecuencia, en el caso sub examine 

contrato de prestación de servicios dada la in-
dependencia y autonomía con que el contratista 
ejecuta su labor, unido a la prohibición de que 
el mismo equivalga o se asimile a un contrato de 
trabajo salvo, lo enunciado en esta providencia 
para aquellos casos en que se acredite la existen-
cia de la relación laboral. 

(...)”. (Subraya y negrilla fuera de texto).

De contenido del proyecto de Ley 95 de 2016, 
se evidencia que su intencionalidad es favorecer 
a las mujeres en estado de embarazo o periodo de 
lactancia, extendiendo entre otros derechos, los 
consagrados en el artículo 53 de la Constitución 
Política (estabilidad en el empleo, protección es-
pecial a la mujer y la maternidad, y garantías a 
la seguridad social); sin embargo, tal como lo ha 
entendido la jurisprudencia reseñada los referidos 
derechos son aplicables respecto de las relaciones 
laborales propiamente, modalidad dentro de la 
cual por regla general no están incluidos los con-
tratos de prestación de servicios, debido a que el 
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mismo ordenamiento legal le dio una connotación 
diferente (numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 
de 1993).

En igual sentido, frente a los eventos bajo los 
cuales es procedente garantizar la estabilidad la-
boral reforzada de la mujer en estado de embarazo 
o en periodo de lactación que esté ejecutando un 
contrato de prestación de servicios; es pertinente 
referenciar las consideraciones de la Sentencia 
T-092 de 2016 (retoma apartes de la Sentencia 
SU-070 de 2013 citada en la exposición de mo-
tivos del proyecto de ley), las cuales se detallan a 
continuación: 

“(...)

3.3. Reglas jurisprudenciales sobre la aplica-
ción de la protección del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada de la mujer en estado de emba-
razo o en periodo de lactancia Reiteración de la 
Sentencia SU-070/13. 

-

la aplicación del derecho a la estabilidad laboral 

periodo de lactancia y, las medidas de protección 

(...)

de la protección al derecho a la estabilidad labo-
ral reforzada de la mujer gestante o en periodo 
de lactancia.

Conforme a lo anterior, este Tribunal precisó 
que la procedencia de la protección reforzada 
derivada del estado de embarazo, se encuentra 
condicionada 
presupuestos: (i) la existencia de una relación la-
boral o de prestación de servicios, “esta última 
cuando se esté frente a un contrato realidad”1 y, 
(ii) que la mujer se encuentre en estado de emba-
razo o dentro de los tres meses siguiente al parto, 
en vigencia de dicha relación laboral o de pres-
tación.

( .. .)

3.3.2.2. Contrato de prestación de servicios

Respecto de esta modalidad de vinculación, en 
la Sentencia SU-070/13, la Corte consideró que:

“En el supuesto de vinculación de la mujer 
gestante o lactante mediante contrato de presta-
ción de servicios
las circunstancias fácticas que rodean cada caso, 

1  Cfr. Sentencia T-148/14, M. P. Mauricio González Cuer-
vo, que reiteró lo dispuesto en la Sentencia SU-070 de 
2013.

no se está ocultando la existencia de una autén-
tica relación laboral. Si bien la acción de tutela 

“existen las vías procesales ordinarias laborales 
o las contencioso administrativas, a través de las 
cuales [se] puede buscar el reconocimiento de 
una vinculación laboral”22, en los casos donde 
se encuentre en inminente riesgo de afectación el 
mínimo vital de la accionante u otro derecho cons-
titucional fundamental, este estudio deberá ser 

..

salario, (ii) la 
continua subordinación o dependencia y (iii) la 
prestación personal del servicio. Por lo tanto, si 

concluye la concurrencia de es-
tos tres elementos en una vinculación mediante 
contrato de prestación de servicios de una traba-
jadora gestante o actante, podrá concluirse que 
se está en presencia de un verdadero contrato de 
trabajo. 

(...)

Con todo, en el supuesto en que la trabaja-
dora gestante o lactante haya estado vinculada 
mediante un contrato de prestación de servicios 
y logre demostrarse la existencia de un contra-
to realidad, la Sala ha dispuesto que se deberán 
aplicar las reglas propuestas para los contratos a 

(...)” (Negrilla y subraya fuera de texto).

Si tal como se aduce en la exposición de moti-
vos, la iniciativa legislativa “Busca que se eleve 
a rango legal los diferentes pronunciamientos de 
la Corte Constitucional, donde ha amparado los 

el derecho a una estabilidad laboral 
reforzada durante el embarazo o lactancia, debe 
sujetarse solo a las situaciones en las cuales se 
evidencie o genere una verdadera relación laboral, 
como sucede en el caso de un contrato realidad.

De mantenerse la propuesta inicial, en la cual 
-

cución de los contratos de prestación de servicio, 
independientemente de estar frente a situaciones 

2  La Sentencia T-335 de 2004, M. P. Clara Inés Vargas 
Hernández, determinó que “este tipo de análisis debe 
realizarlo el juez de tutela, únicamente cuando existen 
indicios de afectación del mínimo vital del accionante 
o de algún otro tipo de derecho fundamental. En otros 
casos, tal y como lo ha señalado la jurisprudencia consti-
tucional, existen las vías procesales ordinarias laborales 
o las contencioso administrativas, a través de las cuales 
puede buscar el reconocimiento de una vinculación labo-
ral”.
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que impliquen la existencia de un contrato reali-
dad; en lo que respecta a las personas jurídicas de 
derecho público, se debería incluir en el articulado 
del Proyecto de ley 95 de 2016,
expresa del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 
de 1993, tendiente a descartar el supuesto legal vi-
gente. (En ningún caso los contratos de prestación 
de servicios generan relación laboral). 

Finalmente, es importante dejar presente que en 
desarrollo del seguimiento a la agenda legislativa, 
también se requirió a las Secretarías de Despacho 
con competencias asociadas al tema bajo análisis 
y en respuesta a dicho requerimiento, la Secreta-
ría de Gestión Humana y Servicio a la Ciudadanía 
planteó las siguientes observaciones y sugerencias:

Proyecto de ley número 95 de 2016
Artículos Observaciones Sugerencias

1° Dice el artículo que tiene aplicación en 
favor de la mujer “vinculada”.

El contrato de prestación de servicios no es una forma 
de vinculación laboral.

4° (Parágrafo 
1°)

El contrato de prestación de servicios no es una forma 
de vinculación laboral.

4° (Parágrafo 
4°)

El artículo señala que la cotización al 
Sistema de Seguridad Social en Salud 
se liquidará sobre el valor del respectivo 
contrato.

- Los contratistas durante la ejecución del contrato 
cotizan al Sistema de Seguridad Social integral por el 
40% de sus ingresos, por lo que el pago de la licencia 
es sobre dicha suma. Al establecerse la liquidación 
por el valor total del contrato no queda claro la suma 
de la cotización y a cargo de quién queda. 
- Durante el tiempo que la contratista esté en licencia, 
el contratante debe asumir algún pago de los aportes 
en dicho periodo? 

Ley 1393 de 2010.
5º El permiso de lactancia establece que 

las partes acuerden el tiempo para 
amamantar.

En los contratos de prestación de servicio por 
regla general no se cumple horario, por lo que no 

permiso entre las partes porque puede eventualmente 

6º Se establece que la licencia de 
calamidad doméstica es incompatible 
con la licencia de paternidad.

Por las características del contrato de prestación de 

de calamidad doméstica, por ser esta propia del 
vínculo laboral.

7º El artículo establece la prohibición de 
terminar el contrato de prestación de 
servicios por motivo de embarazo o 
lactancia. Así mismo, no podrá dejarse 
de renovar si subsisten las razones que 
dieron lugar al mismo y la contratista ha 
cumplido satisfactoriamente el contrato.

Los contratos de prestación de servicios personales 
requieren prohibición de requisitos legales como 

la necesidad a contratar, entre otros. 
Además el presupuesto de las entidades públicas 
tienen el carácter de anualidad del gasto, situación que 
impide se renueve en las condiciones que establece el 
artículo. 
Se propone la siguiente redacción: “A partir de la 
promulgación de la presente ley, a ninguna mujer 
mediante contrato de prestación de servicio, se le 
podrá dar por terminado el vínculo contractual por 
motivo de embarazo o lactancia, salvo vencimiento 
del plazo del mismo o terminación anticipada del 
contrato.

8º Se establece que se debe acudir ante la 
autoridad competente para obtener el 
permiso para terminar el contrato.

En el caso de los contratos celebrados con entidades 
públicas y teniendo en cuenta las características del 
contrato de prestación de servicios, no es claro cuál es 
la entidad competente que deba otorgar este permiso.

Cordialmente,
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